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Embargado hasta las 00:01 horas del 30 de agosto de 2007  
Desapariciones forzadas en el mundo

El primer caso de desaparición forzada a gran escala que se ha registrado tuvo lugar en la Alemania nazi, donde en 1941 se promulgó un decreto que disponía el traslado secreto, desde los territorios ocupados, de personas a las que se creía implicadas en movimientos de resistencia. 

Sin embargo, la desaparición forzada no es algo del pasado. Es una práctica abominable que sigue estando en vigor en todo el mundo. Decenas de miles de personas han sido víctimas de desaparición forzada en los últimos 20 años. Aún hoy continúan registrándose casos de desapariciones forzadas por parte de agentes del Estado en Rusia, Sri Lanka, Pakistán y Estados Unidos, por ejemplo. En otros países, como Bosnia Herzegovina, Nepal o Argelia, sigue sin esclarecerse el paradero de las personas desaparecidas en conflictos recientes. En casi todos los casos los responsables de estas violaciones de derechos humanos siguen impunes. 

Este documento recoge algunos de los países donde se ha documentado esta práctica en los últimos 20 años; no son los únicos, son sólo algunos ejemplos que ilustran la situación del problema.  

Argelia

En Argelia, miles de personas fueron sometidas a desaparición forzada entre 1993 y 2002 y, en muchos casos, todavía se desconoce la suerte que corrieron, lo que perpetúa la angustia de sus familiares. Las leyes de amnistía de 2006 prohíben a los tribunales investigar las denuncias formuladas contra las fuerzas de seguridad. 

Salah Saker, maestro y miembro del proscrito Frente Islámico de Salvación (FIS), fue detenido sin orden judicial el 29 de mayo de 1994 por las fuerzas de seguridad argelinas en su domicilio de la ciudad de Constantina. Su esposa Louisa continúa sin recibir noticias de él. Escribió a las autoridades y presentó una denuncia ante el tribunal de Constantina para que encontraran a su esposo y la informaran de los cargos que pesaban sobre él. Finalmente, en febrero de 1997 las fuerzas de seguridad de Constantina le escribieron reconociendo que habían aprehendido a Salah Saker y que, posteriormente, éste había sido trasladado el 3 de julio de 1994 a un centro de investigación militar. 

En diciembre de 1998, el Observatorio Nacional de los Derechos Humanos informó a la esposa de Salah Saker de que, según las fuerzas de seguridad, éste había sido secuestrado por un grupo armado no identificado mientras se encontraba recluido en el centro de investigación. Afirmaron que le buscaban por presunta vinculación a grupo terrorista y que el 29 de julio de 1995 había sido condenado a muerte in absentia. Sin embargo, las circunstancias de su detención no han sido nunca aclaradas.

En octubre de 2000, la esposa de Salah Saker, al no obtener reparación a través de los mecanismos en vigor en el país, presentó una denuncia ante el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. En marzo de 2006, el Comité estableció, en lo que constituyó su primera decisión sobre la desaparición forzada en Argelia, que el Estado argelino había violado varias disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos al no tomar medidas para proteger la vida y los derechos de Salah Saker. El Comité también reconoció que la inacción de las autoridades a la hora de proporcionar a la familia información sobre su suerte o paradero constituía maltrato.

Las autoridades argelinas aún no han investigado la desaparición forzada de Salah Saker ni de otras muchas decenas de casos denunciados por familiares de personas desaparecidas.

Durante el conflicto que sufrió el país entre 1993 y 2002 los grupos armados islamistas también cometieron gravísimos abusos de los derechos humanos, como el homicidio de miles de civiles, incluidos menores.  

Bosnia y Herzegovina

Doce años después de finalizada la guerra en Bosnia y Herzegovina, entre 12.000 y 15.000 personas siguen en paradero desconocido. En total, 30.000 personas desaparecieron durante la guerra: hombres, mujeres y menores de todos los grupos étnicos. Muchos de ellos fueron sometidos a desaparición forzada, pero prácticamente ninguno de los responsables ha sido puesto en manos de la justicia.

El 27 de julio de 1995, unos soldados del Ejército de los Serbios de Bosnia se llevaron por la fuerza al coronel Avdo Palić del recinto de la Fuerza de Protección de las Naciones Unidas en Žepa. Nunca se le volvió a ver. En el momento de su secuestro, Avdo Palić, que durante la guerra había sido uno de los jefes del Ejército de la República de Bosnia y Herzegovina, estaba negociando la evacuación de la población civil del pueblo de Žepa, que se había rendido. 

En abril de 2006, tras recibir una orden de la Oficina del Alto Representante en Bosnia y Herzegovina, la República Srpska presentó un informe en el que se revelaba lo que, según se afirmaba, era el lugar donde estaba enterrado el cadáver de Avdo Palić. Pero las autoridades de la República Srpska todavía no han exhumado los restos del coronel y, para la familia de Avdo Palić, sigue la espera. 

Colombia 

El 1 de abril de 2006, Colombia ratificó la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. Sin embargo, todavía no se han dado los pasos necesarios para acabar con la impunidad que ha rodeado a las desapariciones forzadas en las últimas décadas.

En el año 2006 se hallaron más de 80 fosas comunes que contenían los restos de unas 200 personas asesinadas por grupos paramilitares en el curso del conflicto. Pero la Unidad Nacional de Justicia y Paz afirmó que seguían sin localizarse los restos de unas 3.000 víctimas de desaparición forzada, aunque se creía que esa cifra era muy inferior a la verdadera.  

En los últimos meses la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, departamento de Antioquia, que ha insistido en el derecho de los civiles a no ser involucrados en el conflicto, volvió a ser objeto de ataques. Desde 1997, miembros de grupos paramilitares y de las fuerzas de seguridad, en la mayoría de los casos, pero también de las FARC, habían hecho desaparecer o matado a más de 160 personas pertenecientes a esta comunidad.

Defensores y defensoras de derechos humanos han sido objeto de desapariciones forzadas durante todo el conflicto, así como colectivos sociales como los sindicalistas. La organización colombiana Escuela Nacional Sindical documentó 138 desapariciones forzadas de sindicalistas entre enero de 1991 y diciembre de 2006. Se cree que, a pesar de su supuesta desmovilización, los paramilitares respaldados por el ejército, así como las fuerzas de seguridad, están detrás de la mayoría de las agresiones. 

La impunidad sigue marcando las violaciones de derechos humanos cometidas hace años. El 14 de enero de 1990 un grupo de 60 paramilitares secuestró a 43 personas en Pueblo Bello, en el departamento de Antioquia. Supuestamente fue en respuesta al robo de ganado de un comandante paramilitar. Los 43 fueron llevados a una granja donde, probablemente, los mataron. De camino a la granja, los paramilitares pasaron por un control militar pero no les dieron el alto a pesar de que se escuchaban gritos procedentes de los camiones. 

Hasta ahora se han identificado los cuerpos de seis de las víctimas de Pueblo Bello. El destino de las 37 restantes permanece desconocido. Algunos paramilitares fueron condenados a penas de prisión por el homicidio de las seis personas identificadas. Sin embargo, los perpetradores responsables de la desaparición forzada de las otras víctimas siguen impunes. En enero de 2006, la Corte Interamericana de Derechos Humanos estimó que el gobierno colombiano no había cumplido su obligación de garantizar los derechos de las personas afectadas. La Corte dejó claro que creía que las fuerzas armadas estaban implicadas en el caso. Concluyó que el Estado era responsable de fomentar el desarrollo de las estructuras paramilitares y, de esa forma, crear una situación de riesgo para la comunidad de Pueblo Bello.

Por su parte, los grupos guerrilleros, principalmente las FARC y el ELN, han sido responsables durante todo el conflicto de un elevado número de secuestros, así como de otros graves abusos de los derechos humanos. En 2006, las FARC se atribuyeron la autoría de 200 de los secuestros registrados.   

Egipto

Egipto ha sido un destino clave en la “guerra contra el terror” encabezada por Estados Unidos. Muchos ciudadanos egipcios sospechosos de terrorismo han sido trasladados al país desde el extranjero por el gobierno estadounidense y por gobiernos europeos y árabes, pese al peligro de tortura, y han sido detenidos y torturados. Sigue sin conocerse la suerte de algunos de ellos, víctimas de “entregas” ilegales de Estados Unidos. Su identidad no se ha revelado, ni tampoco el motivo o el lugar de su reclusión.

No está claro cuántas personas a las que las autoridades egipcias o estadounidenses consideran sospechosas de delitos terroristas o de mantener vínculos con el terrorismo han sido devueltas a Egipto desde el 11 de septiembre de 2001. Lo que sí está claro es que aquellas de las que se sabe que han sido devueltas ilegalmente han sufrido una amplia variedad de violaciones de derechos humanos, tales como desaparición forzada, tortura o malos tratos. Entre las víctimas ha habido personas con la ciudadanía egipcia, otras con doble nacionalidad y personas con ciudadanía extranjera.

La mayoría de las personas de esta última categoría que han podido hablar sobre sus experiencias afirman que, a su llegada al aeropuerto de El Cairo, las esposaron, les vendaron los ojos y las llevaron a un centro secreto de detención que, según se cree, está gestionado por la Departamento de Inteligencia General. Allí permanecieron meses o semanas en régimen de incomunicación antes de ser trasladadas a las instalaciones del Departamento de Investigaciones de la Seguridad del Estado y más tarde a prisión. Durante toda su detención, estuvieron fuera del alcance de la ley. Todas ellas afirman haber sido torturadas mientras estuvieron en Egipto, pero no se tiene constancia de que las autoridades egipcias hayan investigado ninguna de sus denuncias.

Asimismo, las autoridades egipcias han trasladado ilegalmente a personas privadas de libertad a países en los que corrían un claro peligro de sufrir tortura y otras violaciones graves de derechos humanos.

Las autoridades egipcias continúan negando su implicación en la tortura y detención secreta de personas en el contexto de la “guerra contra el terror”, si bien el primer ministro había reconocido en 2005 la devolución a Egipto de unos 60 sospechosos que estaban bajo custodia de Estados Unidos. 
Estados Unidos - Guerra contra el terror  

Las desapariciones forzadas constituyen uno de los abusos sistemáticos perpetrados por Estados Unidos y sus aliados en el contexto de la “guerra contra el terror”.

El pasado mes de junio, Amnistía Internacional, junto con otras destacadas organizaciones de derechos humanos, publicó el informe Sin rastro oficial: Responsabilidad de Estados Unidos en las desapariciones forzadas de la “guerra contra el terror”, que contiene la lista más exhaustiva hasta la fecha, con los nombres y datos de 39 individuos que, según se cree, han estado recluidos en secreto bajo custodia estadounidense y cuyo paradero actual sigue sin conocerse. 

En la lista figuran ciudadanos de países como Egipto, España, Kenia, Libia, Marruecos o Pakistán. Se cree que han sido detenidos en países como Irak, Irán, Pakistán, Somalia o Sudán, y trasladados a centros secretos de detención estadounidenses.


El informe destaca aspectos del programa de detenciones de la Agencia Central de Inteligencia (CIA) que el gobierno estadounidense ha tratado activamente de ocultar, como los lugares donde podrían haber permanecido recluidos algunos detenidos, los malos tratos que sufrieron y los países a los que posiblemente hayan sido trasladados. 


Asimismo, revela que se ha recluido en secreto a familiares de detenidos, incluso a esposas y a niños de tan sólo siete años. En septiembre de 2002 se detuvo a los dos hijos pequeños de Khalid Sheikh Mohammed, de siete y nueve años de edad. Según testigos presenciales, los dos niños permanecieron recluidos en un centro de detención para adultos durante al menos cuatro meses mientras agentes estadounidenses los interrogaban sobre el paradero de su padre.


En septiembre de 2006, el presidente George W. Bush reconoció públicamente la existencia de prisiones secretas administradas por la CIA y el Departamento de Justicia estadounidense ha realizado un análisis en el que concluye que el programa de detenciones secretas es legal. 


Sin embargo, las autoridades estadounidenses nunca han publicado información sobre la ubicación de las prisiones, la identidad de los detenidos ni los métodos de interrogatorio utilizados. Esto impide el examen de la opinión pública o de los tribunales, y deja a los detenidos expuestos a abusos como la tortura u otros malos tratos. Debido al secretismo que rodea al programa, nadie ajeno al gobierno estadounidense sabe exactamente cuántas personas han estado recluidas y cuántas siguen “desaparecidas”. 

El caso del español Mustafa Setmariam Nasar

Entre los 39 nombres recogidos en ese documento está el de Mustafa Setmariam Nasar, ciudadano español de origen sirio, que fue capturado en Pakistán en el otoño de 2005. Su esposa, Elena Moreno, sigue sin conocer su paradero: Sigo adelante, sin saber nunca si mi esposo está vivo o muerto, si lo están torturando, o qué le están haciendo.

El 1 de noviembre de 2005 o en fechas cercanas a ese día, Mustafa Setmariam Nasar fue detenido en Quetta, Pakistán, por autoridades paquistaníes. En noviembre de 2004, Setmariam Nasar apareció en la lista de "Los Terroristas Más Buscados" del FBI y el 18 de noviembre de 2004 el Departamento de Estado de Estados Unidos ofreció una recompensa de 5 millones de dólares a cambio de información sobre su paradero a través del programa "Recompensas por la Justicia". Se describía a Setmariam Nasar como un miembro de Al Qaeda y antiguo instructor en los campos de entrenamiento de Afganistán. Otros informes describen a Setmariam Nasar como ideólogo y estratega, más conocido por sus escritos. Setmariam Nasar también está buscado en España por su conexión con actividades de Al-Qaeda, es una de las 35 personas que aparecen en el auto dictado por el juez Baltasar Garzón en septiembre de 2003.  

En abril y mayo de 2006, agentes de inteligencia de Pakistán confirmaron que Setmariam Nasar era buscado por las autoridades estadounidenses y sirias, que había sido entregado a la custodia de Estados Unidos al menos dos meses antes y que no se encontraba en Pakistán. Alrededor de esas fechas, en marzo de 2006, el nombre de Setmariam Nasar fue eliminado de al menos una de las listas gubernamentales de Estados Unidos sobre terroristas sospechosos. El 19 de julio de 2006, su nombre se incluyó en la lista de "terroristas que ya no constituyen una amenaza". Desde entonces no se ha publicado más información sobre la suerte de Setmariam Nasar por parte del gobierno de Estados Unidos y su paradero continúa oficialmente sin ser explicado.


El papel de la Unión Europea 

El programa de "entregas extraordinarias" ha permitido a los servicios secretos estadounidenses operar encubiertamente en Europa de espaldas al Estado de derecho sin rendir cuentas por ello. El programa supone que  numerosos individuos han sido detenidos ilegalmente y trasladados en vuelos secretos a terceros países, donde los han sometido a otros delitos graves, como tortura y desaparición forzada. 

Si bien el grado de implicación de cada Estado es diferente, y va desde permitir el uso de sus aeropuertos y de su espacio aéreo hasta participar en la detención o el secuestro de la víctima y entregarla a los servicios secretos estadounidenses, su actuación –o su inacción– vulneró sus obligaciones según el derecho internacional y debe exigírseles responsabilidades por ello. 

Las autoridades fiscales de países de la Unión Europea ya han comenzado a cursar órdenes de detención y a solicitar el procesamiento de personas sospechosas de haber participado en el programa de “entregas extraordinarias”.

El Comité de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa “considera ahora que se ha establecido de hecho que durante algunos años han existido en Polonia y Rumania centros secretos de detención gestionados por la CIA”. Las delegaciones de Polonia y Rumania ante la Asamblea Parlamentaria han rechazado estas conclusiones, pero sus desmentidos suenan a hueco en ausencia de una investigación exhaustiva e imparcial.

India

En el estado indio de Jammu y Cachemira se han denunciado entre 8.000 y 10.000 desapariciones forzadas desde 1989. Aunque se denuncian ya menos casos nuevos –en 2006 se recibieron informes de 38 desapariciones forzadas-,  sigue sin haber información sobre los anteriores.

Ante la inacción oficial, algunos familiares de víctimas han formado grupos de apoyo mutuo. Uno de ellos es la Asociación de Padres de Personas Desaparecidas de Jammu y Cachemira, que brinda apoyo a familias de víctimas, incluidas "medio viudas", mujeres que no reciben ninguna indemnización mientras no se declare oficialmente  la muerte de sus esposos.

Nepal

En Nepal, un comité gubernamental anunció en julio de 2006 que estaba investigando más de 600 casos pendientes de desaparición forzada, pero los activistas locales afirman que hay más de un millar de personas en paradero desconocido. 
El 8 de octubre de 2003, Sanjiv Kumar Karna, de 24 años, y otros 10 estudiantes más fueron detenidos por un grupo de entre 25 y 30 agentes de las fuerzas de seguridad cuando estaban de picnic en el municipio de Janakpur (Nepal). Durante el trayecto hasta la comisaría de policía, Sanjiv Kumar Karna y sus amigos fueron brutalmente golpeados antes de ser sometidos a los interrogatorios. Posteriormente, seis de ellos quedaron en libertad, pero Sanjiv Kumar Karna y otros cuatro amigos (Durgesh Kumar Labh, Pramod Narayan Mandal, Shailendra Yadav y Jitendra Jha) continúan en paradero desconocido.
 
La detención de Sanjiv Kumar Karna se cree que está relacionada con su interés por la política y su antigua pertenencia al Sindicato Nacional de Estudiantes Independientes de Nepal (Revolucionario) (ANNISU-R), alineado con el Partido Comunista de Nepal (Maoísta). No obstante, abandonó su participación en el ANNISU-R en 1998 y su familia asegura que no guardaba ningún vínculo con el Partido Comunista de Nepal (Maoísta).

Tras haberse presentado varias denuncias, las autoridades pertinentes han asegurado repetidas veces a los familiares de Sanjiv Kumar Karna que se están llevando a cabo investigaciones y que serán informados de ellas tan pronto como concluyan. No obstante, de acuerdo con las investigaciones de la Comisión Nacional de Derechos Humanos de Nepal, la policía y el Ministerio de Interior niegan cualquier tipo de participación de la policía en la detención de Sanjiv Kumar Karna y sus amigos, mientras que el Real Ejército de Nepal ha afirmado que los cinco estudiantes fueron víctimas de homicidio en una "acción policial" el mismo día que fueron detenidos. 

Hasta el momento, no ha podido confirmarse ninguna de estas declaraciones. A pesar de que el padre de Sanjiv Kumar Karna y la familia de otro de los estudiantes presentaron un Primer Informe del Registro a la policía de Nepal en julio de 2006, lo que exige legalmente una investigación de los hechos por parte de la policía, aún no se ha logrado ningún avance.
Por su parte, se cree que a lo largo de los diez años de conflicto, los combatientes maoístas han perpetrado millares de secuestros, las víctimas de más de 330 de los cuales continúan en paradero desconocido, según la Comisión Nacional de Derechos Humanos nepalí.

Pakistán

A pesar del aumento de las protestas en Pakistán contra la práctica de las desapariciones forzadas, el gobierno no ha reconocido aún su responsabilidad en los centenares de casos que se conocen de personas recluidas arbitrariamente en lugares secretos. Además, continúan apareciendo informes de desapariciones forzadas. 

 

Los familiares de las personas desaparecidas han comenzado a organizarse para formar grupos de protesta y ya ha habido manifestaciones contra las desapariciones forzadas organizada por la Comisión de Derechos Humanos de Pakistán. 

 

De la actitud del gobierno frente a este problema dan ejemplo las palabras del ministro de Asuntos Exteriores, Riaz Mohammed Khan, que dijo a una delegación de Amnistía Internacional que los procedimientos legales eran demasiado largos para respetarlos en Pakistán, ya que  se necesitaban resultados rápidos. 

 

En los últimos meses han aparecido varias personas víctimas de desaparición forzada tras haber pasado más de dos años, por término medio, recluidas arbitrariamente en lugares secretos. A toda ellas se les ha advertido que no hablen en público de su experiencia y su detención. 

El 29 de septiembre de 2006, Abdur Rahim Muslim Dost, director de una revista, fue detenido a la salida de una mezquita en Peshawar. Se ignoran todavía su suerte y su paradero. Acababa de publicar un libro en que explicaba cómo había sido detenido por el ejército paquistaní en 2001, puesto bajo custodia de Estados Unidos y recluido en Guantánamo. Contaba también la tortura que había sufrido bajo custodia paquistaní y estadounidense. 

 

A principios de octubre, la Comisión de Derechos Humanos de Pakistán y Amnistía Internacional congregaron a parlamentarios, abogados y ONG en un taller organizado en Islamabad. Uno de los participantes, Abid Raza Zaidi, investigador de la Universidad de Karachi, fue detenido por agentes de los servicios de inteligencia militar tras dar una charla en el taller. Ha contado que lo llevaron a Red Fort, en Lahore, y lo amenazaron con que iba a sufrir terribles consecuencias si volvía a hablar públicamente de su experiencia. En la charla había explicado que había estado más de tres meses recluido sin cargos y que lo habían golpeado para obligarlo a confesar su participación en un atentado suicida con explosivos cometido en Nishtar Park en abril de 2006. Abid Raza Zaidi quedó en libertad sin cargos al cabo de 24 horas gracias a la mediación de la Comisión de Derechos Humanos de Pakistán. 

Khalid Khawaja, que ha participado activamente en el asesoramiento de los familiares de personas "desaparecidas", fue secuestrado por las fuerzas de seguridad en la mañana del 26 de enero de 2007. El 21 de febrero quedó en libertad bajo fianza pero esa noche fue trasladado, según los informes, a un centro de detención diferente. Las autoridades han negado que esté allí bajo custodia y en la actualidad se desconoce su paradero. Legalmente sólo podrían haberlo mantenido bajo custodia si se hubieran presentado nuevos cargos contra él, cosa que no ha sucedido. Khalid Khawaja ha colaborado activamente con la organización Defensa de los Derechos Humanos, que agrupa a los familiares de personas sometidas a desaparición forzada, y organizaba manifestaciones de familiares. 


República Democrática del Congo

Miembros y simpatizantes de grupos de oposición pacíficos, periodistas y otras personas fueron víctimas de desaparición forzada y de otras violaciones de los derechos humanos durante las elecciones presidenciales de finales de 2006 y, posteriormente, durante los enfrentamientos entre las fuerzas del gobierno y la milicia leal a Jean-Pierre Bemba que tuvieron lugar en Kinshasa en marzo de 2007. 

Faustin Sosso fue secuestrado en Kinshasa al atardecer del 20 de agosto de 2006 por un grupo de hombres armados pertenecientes, al parecer, a la Guardia Republicana (Garde Républicaine), la guardia del presidente Joseph Kabila. Faustin Sosso es doctor en medicina y además fue médico de Jean-Pierre Bemba, principal rival del presidente Kabila en las elecciones presidenciales de 2006. 

Tras su secuestro, fue trasladado en jeep a un destino desconocido. Los informes sugieren que fue llevado al campamento de Tshatshi, base principal de la Guardia Republicana en Kinshasa, y que posteriormente podría haber sido puesto bajo la custodia de la unidad de inteligencia militar conocida como ex DEMIAP.

Amnistía Internacional considera que esta desaparición forzada se debe exclusivamente a la relación profesional entre Faustin Sosso y Jean-Pierre Bemba. Algunos informes sugieren que Faustin Sosso ha sido víctima de ejecución extrajudicial o ha muerto a consecuencia de las torturas sufridas bajo custodia, y que se ha hecho desaparecer su cadáver en secreto. Sin embargo, su familia recibió informes no confirmados por teléfono según los cuales Sosso había sido «visto», por lo que sigue confiando en que está vivo y se encuentra recluido en detención secreta. Tras la desaparición forzada de Faustin Sosso, miembros de su familia recibieron llamadas telefónicas de personas que se identificaron como agentes de las fuerzas de seguridad y les exigieron dinero a cambio de su libertad. 

Rusia

Todos los días te preguntas: ¿dónde está? Puede que vuelva hoy, puede que mañana. 
Madre que busca a su hijo, víctima de desaparición forzada, junio de 2006 
Las desapariciones forzadas perpetradas por agentes estatales y los secuestros llevados a cabo por grupos armados figuran entre las violaciones de derechos humanos más espeluznantes que se han producido durante el conflicto de Chechenia; espeluznantes tanto por las proporciones que han alcanzado en esta pequeña república, como por la especial crueldad de este tipo de abusos. 
A Khamzat Tushaev, presunto ex miembro de un grupo armado de oposición, se le vio por última vez entrando en un complejo de edificios oficiales situado en el distrito de Staropromyslovskii de Grozni, capital de Chechenia, el 8 de junio de 2006. El día anterior, su esposa había recibido una llamada de un hombre que afirmó ser de la Fiscalía y que pidió que Khamzat Tushaev acudiese a sus oficinas. Fueron los dos al complejo, donde a las 10:00 se tomó nota del nombre de Khamzat Tushaev en la entrada principal y se le dejó pasar, mientras su esposa se quedaba esperando fuera. A las 17:30, ésta, preocupada porque él aún no había vuelto, pidió al guardia que llamase a la Fiscalía. Según los informes, el personal de la Fiscalía dijo al guardia que Khamzat Tushaev no había llegado a sus oficinas para su interrogatorio. Su esposa no ha logrado averiguar lo que le ocurrió. 

En esta pequeña república de unos 15.000 km2, que cuenta con una población de menos de un millón de personas, da la impresión de que todo el mundo conoce a alguien a quien se ha hecho "desaparecer" o que ha sido secuestrado, y en muchas familias ha desaparecido más de un miembro. 

La ONG rusa Memorial tiene registrados más de 2.000 casos individuales de desaparición forzada y secuestro en Chechenia. Su investigación se lleva a cabo sólo en un tercio de la república, por lo que no refleja la verdadera magnitud de las violaciones de derechos humanos cometidas. Memorial estima que en realidad, entre 3.000 y 5.000 hombres, mujeres y menores han desaparecido en la república desde 1999 como consecuencia de lo que la organización denomina secuestros, detenciones arbitrarias y aprehensiones. En la mayor parte de estos casos se considera al Estado responsable, y por tanto se trata de desapariciones forzadas. Según otras estimaciones la cifra sería incluso más alta. 
Las autoridades rusas y chechenas han reconocido hasta cierto punto la magnitud y la gravedad del problema. A 1 de marzo de 2007 hasta 2.800 personas constaban como desaparecidas, secuestradas o en paradero desconocido en Chechenia, según el defensor de los Derechos Humanos de la república, Nurdi Nukhazhiev. Hasta abril de 2005, la Fiscalía había abierto 1.814 procedimientos penales en relación con la desaparición forzada o el secuestro de 2.540 personas en la república. 

El Parlamento checheno ha creado una comisión para la búsqueda de personas secuestradas y desaparecidas, que dirige su presidente, Dukvakha Abdurakhmanov. Éste ha manifestado que la función de la comisión es la de ayudar a los organismos encargados de hacer cumplir la ley a llevar a cabo su labor, y al parecer ha indicado a familiares de víctimas de desaparición forzada y secuestro que la Comisión tratará de averiguar el paradero de todas las personas desaparecidas antes de que acabe 2007. El defensor de los Derechos Humanos checheno ha llamado la atención sobre el problema y ha pedido que se cree mediante decreto presidencial una comisión federal que se ocupe de los fallos en las investigaciones.
Desde 1999 Amnistía Internacional ha trabajado por decenas de casos de personas sujetas a desaparición forzada o secuestro en Chechenia o en regiones colindantes, desde las que se cree que han sido trasladadas a Chechenia. A algunas de ellas se las ha puesto posteriormente en libertad, y en otros casos se han encontrado sus cadáveres con signos que indican una muerte violenta. Sin embargo, sigue sin conocerse el paradero de la mayoría de las víctimas y no se ha procesado a nadie por su desaparición. 

Amnistía Internacional ha seguido de cerca las investigaciones sobre decenas de denuncias de desaparición forzada en Chechenia. En todos estos casos la Fiscalía ha abierto una investigación, pero sin resultados tangibles. Aunque son miles los ejemplos de personas sujetas a desaparición forzada, Amnistía Internacional sólo tiene constancia de una ínfima cantidad de casos en los que se haya llegado a procesar a algún funcionario del Estado, y en ninguno de ellos ha sido por la desaparición forzada propiamente dicha. 
Entretanto, los familiares de las víctimas continúan buscándolas, en muchos casos haciendo frente a intimidaciones y amenazas de represalias por parte de funcionarios por no abandonar la búsqueda. Solicitan innumerables reuniones con las fiscalías para averiguar si hay noticias; se reúnen con visitantes internacionales con la esperanza de que éstos puedan influir de alguna manera en las autoridades locales; organizan manifestaciones frente a edificios oficiales para protestar contra lo que consideran indiferencia oficial ante el problema, y visitan lugares en los que según los rumores se encuentran fosas comunes. Muchísimas personas que han perdido la esperanza de lograr que se haga justicia en Rusia han acudido al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, pero a consecuencia de ello han tenido que hacer frente a aún más intimidaciones, amenazas y violaciones de derechos humanos. 

Sri Lanka

Se teme que en Sri Lanka esté reapareciendo una constante de desapariciones forzadas a raíz de la introducción, en agosto de 2005, de una nueva legislación de excepción que concede amplios poderes a las fuerzas de seguridad. En los últimos meses, en zonas del norte y el este del país, así como en la capital Colombo, ha habido informes de personas desaparecidas por las fuerzas de seguridad. A menudo a estas personas se las llama o se las lleva "para interrogarlas" y se las mantiene en régimen de incomunicación. No hay recibos ni registros de las detenciones y los mecanismos oficiales para informar de estos casos, como la Comisión Nacional de Derechos Humanos, suelen ser incapaces de averiguar dónde están. Cualquier persona retenida de esta forma corre un claro peligro de ser torturada o maltratada.

El profesor Sivasubramanium Raveendranath, vicerrector de la Eastern University, fue secuestrado el 15 de diciembre de 2006 mientras asistía a una conferencia en la capital, Colombo. Al estar en una zona muy controlada por el ejército, parece probable que sus captores sean un grupo armado que opera con el apoyo táctico de las fuerzas de seguridad. Sivasubramanium Raveendranath corre peligro de ser torturado y además sufre del corazón, lo cual supone un grave riesgo para su vida. Dentro de la Universidad hay quien afirma que el profesor Raveendranath es simpatizante de los Tigres de Liberación de Eelam Tamil, aunque su familia sostiene que es completamente apolítico.


Al menos 1.000 personas han sido víctimas de desaparición forzada en Sri Lanka desde principios de 2006. El Grupo de Trabajo de la ONU sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias está examinando 5.749 casos de desaparición forzada pendientes en Sri Lanka. 

Aparte de las desapariciones forzadas por parte de agentes del Estado, también los grupos armados, sobre todo los Tigres de Liberación de Eelam Tamil, cometieron secuestros, así como otros graves abusos de derechos humanos. 

FIN
Para más información: Carmen López o Yolanda Vega, gabinete de prensa de la Sección Española de Amnistía Internacional. Tfnos. 91 310 12 77 ó 630 74 68 02. info@es.amnesty.org 

Documentos y comunicados de prensa: www.es.amnesty.org .
	
	10 / 10
	Por los derechos humanos en todo el mundo

Premio Nóbel de la Paz 1977. Declarada de utilidad

pública (Acuerdo Consejo Ministros 31 julio 1981)





[image: image1.wmf]